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INTRODUCCIÓN

El Estado actualmente se erige como la forma dominante de organización del poder político en el planeta, de modo que casi todas las personas son ciudadanos de uno de ellos. Con la globalización como fondo, y a partir de las ideas neoliberales, se buscó la reducción del Estado “al mínimo” con el fin de que las demandas de la sociedad fuesen atendidas en el mercado por agentes nacionales o internacionales, con base en la creencia de que el mercado es un instrumento más eficiente que el Estado para la distribución de valores escasos. Sin embargo, problemáticas como la concentración de la riqueza, la inseguridad, el combate a actividades ilícitas, e incluso el fomento a la investigación científica y el desarrollo del conocimiento, por mencionar algunas, son demandas que deben ser atendidas y que el mercado por sí solo no puede resolver.

La democracia y la construcción del espacio público son las fuerzas que han ido moldeando el relieve estatal. El espacio público se constituye por el conjunto de procedimientos a través de los cuales las decisiones políticas colectivas son formuladas, discutidas y adoptadas. Cuando crece la diversidad y la singularidad de las demandas sociales la pretensión estatal de atender a todas ellas es drásticamente limitada debido a la falta de recursos materiales, financieros y de información.

Con el auge de las redes, los Estados, las empresas y los movimientos sociales generan canales de comunicación para establecer formas de cooperación y de corresponsabilidad que les permiten sumar apoyos con el fin de articular sus iniciativas, aprovechar los recursos limitados y lograr un mayor consenso entre la población. Estos cambios también han hecho sentir sus efectos en el papel que tradicionalmente desarrollaba la administración pública: ahora el Estado-red se caracteriza por compartir la soberanía con otros Estados, así como la responsabilidad para atender retos de carácter regional o global; y hacia el interior, el Estado y su administración pública han tenido que establecer vías con el propósito de abrirse al diálogo y la coordinación con los diferentes órdenes subnacionales de gobierno, hecho que modifica los procesos administrativos, haciéndolos más flexibles, lo que posibilita la constitución de nuevos espacios para establecer una relación más abierta con los ciudadanos.

La presente investigación se inserta en este panorama, planteándose como objetivo general analizar el papel que deben tener la ética y el diálogo como instrumentos que permiten propiciar la constitución de un espacio de gobierno público y republicano, que sea capaz de combatir la corrupción y de crear condiciones de gobernanza.

De esta forma, se dará respuesta a las siguientes preguntas de investigación:

•¿Cómo pueden contribuir la ética y el diálogo para incrementar el carácter público de la administración estatal?

•¿Cuáles son las características de un espacio público republicano?

•¿Cómo se da el tránsito de una ética administrativa basada en la eficacia y la eficiencia hacia otra que además privilegia la generación de valor público?

•¿Cómo se da el tránsito de un modelo administrativo público basado en la política estratégica hacia otro que además privilegia el diálogo y la negociación?

•¿Cómo un modelo republicano administrativo, que tiene como premisas a la ética administrativa que genera valor público y el ejercicio del diálogo, puede combatir la corrupción y propiciar la gobernanza?

El argumento de esta investigación se fundamenta en la idea de que la ética tiene como objetivo el estudio de los principios de la conducta humana que guían y controlan las decisiones; por ello, la ética permite formular una reflexión sobre las distintas morales y sobre los diferentes modos de justificar racionalmente la vida moral, la cual está integrada por hábitos, creencias y valores. Toda sociedad, para permitir la convivencia, requiere de reglas que indiquen lo que está bien y mal, lo que debe hacerse y evitarse. La ética en el espacio de lo público favorece un ambiente de confianza y certidumbre para que las reglas comunes sean definidas y cumplidas por los diversos actores sociales. La ética pública no dicta normas morales definitivas, sino métodos y fronteras para deliberar sobre el sentido y los contenidos morales de la vida en común, por tal razón, la ética pública es un elemento fundamental de las democracias contemporáneas en la operación cotidiana de sus instituciones y sobre todo en la conducta de los servidores públicos.

Asimismo, se considera que el diálogo es el mejor medio del que se dispone para superar las crisis a través de la construcción de acuerdos; es el espacio en que los participantes manifiestan sus intereses, confrontando sus razones por medio del debate, mismo que debe ser regulado por el valor de la prudencia. Así, la deliberación se constituye como una de las bases normativas de la teoría democrática. La argumentación es el proceso fundamental que siguen los ciudadanos y los gobernantes para llegar a juicios morales que den fundamento a las políticas públicas; la persuasión tiene lugar a través de discursos que argumentan sobre los fines válidos en la acción social y los medios convenientes para alcanzarlos.

La transparencia, entendida como valor, se origina con mayor vigor en los ambientes a favor de la democracia, y por ello permite la consolidación del debate y la deliberación como medios que permiten atender y resolver de manera pacífica los problemas del orden público. Los valores de la democracia tienen como premisa central la existencia de un poder abierto y responsable que no oculte información a los ciudadanos; así, un Estado accesible y visible genera un ambiente de confianza y certidumbre en el modo de cumplir las reglas que establecen las modalidades y tiempos para su eficacia funcional, evitando de esta manera que la corrupción dañe el conjunto de la vida en común. La rendición de cuentas, por su parte, implica el derecho a recibir una explicación y el deber correspondiente de justificar el ejercicio del poder; de ahí que en el centro de la rendición de cuentas se encuentra la idea de diálogo, ya que rendir cuentas implica la obligación de responder a preguntas, mientras que exigir cuentas es la oportunidad de formularlas; es un juego interactivo, de argumentos y contra-argumentos.

La gobernanza se caracteriza por la interacción entre una pluralidad de actores, las relaciones horizontales, la búsqueda del equilibrio entre poder público y sociedad; alude tanto a las distintas formas de coordinación de la acción social como las regulaciones no jerárquicas. Asegurar la cooperación implica la práctica del diálogo para exponer motivos y razones, con el fin de superar obstáculos y capitalizar ventajas que pueden generarse con el acuerdo político de voluntades, ejercicio que es característica fundamental de un modelo republicano de gobierno.

Esta investigación se ubica en la teoría normativa, de tal forma que haciendo uso de las prescripciones del republicanismo en la construcción del espacio público y, por ende, en la definición del Estado y de su administración pública, se describirán los elementos de un modelo administrativo que, basado en una ética administrativa pública que genere valor público y en una política de diálogo y de negociación, sea capaz de combatir la corrupción y fomentar la transparencia, la rendición de cuentas y la gobernanza.

Para alcanzar el objetivo general planteado, la investigación se encuentra dividida en cuatro capítulos. El primero tiene como objetivo analizar la definición del espacio público desde el liberalismo, el comunitarismo y el republicanismo así como sus implicaciones para la concepción de democracia, Estado y administración pública. El segundo capítulo analizará el proceso de transición de una administración pública que detenta los valores de eficacia y eficiencia a un modelo de administración pública que además promueva la generación de valor público. El tercero busca analizar el proceso de transición de una administración pública que hace uso de la política estratégica a un modelo de administración pública que también promueva el diálogo y la negociación. El cuarto y último capítulo analizará cómo un modelo de administración pública que genere valor público y que promueva el diálogo y la negociación puede combatir la corrupción y fomentar la transparencia, la rendición de cuentas y la gobernanza, y con ello ampliar el espacio público.



CAPÍTULO I

La administración del espacio público

Iniciaremos con la definición del término democracia, para lo cual se identifican dos grandes formas de abordar dicha cuestión: la empírica y la normativa. El enfoque empírico de la democracia analiza cómo se manifiesta de hecho la democracia en una sociedad dada, su funcionamiento, sus instituciones, sus sujetos y actores, los comportamientos asociados a ella, los condicionamientos objetivos sobre los que opera. Por su lado, el enfoque normativo pretende establecer los principios e ideales a los que una democracia debería ajustarse para merecer tal nombre.

La noción de democracia normativa remite a la idea de espacio público. El espacio público es el conjunto de procedimientos por medio de los cuales las decisiones políticas colectivas son formuladas, discutidas y adoptadas; de esta forma, lo público se caracteriza como aquello que es de interés general y apela a un espacio de acción en el que todos los miembros de una comunidad política resuelven dialógicamente los asuntos que se refieren a toda la sociedad. La noción de espacio público determina la concepción que se tenga del Estado y de la administración pública.

En torno a la idea del espacio público actualmente se hacen presentes tres teorías que buscan definirlo, y en este capítulo se expondrán sus postulados más generales: el liberalismo, el comunitarismo y el republicanismo. Para el liberalismo del siglo XXI el ser humano se constituye como un ser autónomo que convive en sociedad con ciudadanos libres e iguales. Para esta corriente de pensamiento la integración de las personas dentro de una comunidad se produce no porque exista una asociación con carácter prioritario sino porque los individuos identifican sus propios intereses con los de la colectividad política en la que desean vivir; la integración se produce por y para el bienestar de cada ciudadano, no por ni para un supuesto bienestar común. En contraste, el comunitarismo plantea que la vida colectiva tiene elementos que la impulsan más allá del individualismo. El republicanismo y el comunitarismo coinciden en apelar a la construcción y fortalecimiento de una esfera pública, misma que el liberalismo desdeña colocando en el centro de su discurso al individuo; y también coinciden en otorgar un lugar fundamental a la ética como una virtud necesaria para el establecimiento ideal del autogobierno. Sin embargo, sus diferencias se aprecian en la forma de construir la esfera pública, ya que mientras que en el comunitarismo la guía para la toma de decisiones se encuentra en las tradiciones de la comunidad, en el republicanismo se hace uso del establecimiento del diálogo para que la comunidad decida con autonomía, y sin mirar al pasado, cuáles son los valores con los cuales quiere vivir.

Democracia y espacio público son las fuerzas que han ido moldeando el relieve estatal. Actualmente el Estado es la forma dominante de organización del poder político, ya que casi todas las personas en nuestro planeta son ciudadanos de uno de ellos. El Estado puede conceptualizarse como una forma de organización del poder político, determinada por procesos históricos, que da como resultado la constitución de instituciones con capacidad de movilizar recursos que le permitan imponer orden, vigilar las fronteras y recaudar impuestos.

Cuando crece la diversidad y la singularidad de las demandas sociales expresadas por colectivos y grupos, la pretensión estatal de atender a todas ellas termina por ser limitada debido a la falta de recursos financieros, materiales y de información. Con el auge de las redes el Estado, la empresa y los movimientos sociales se encuentran en condiciones de generar relaciones para establecer formas de colaboración que les permitan sumar apoyos con el fin de articular sus iniciativas con más intensidad.

El Estado-red también se caracteriza por compartir la soberanía y la responsabilidad con otros Estados y con diferentes órdenes de gobierno; para ello rediseña sus procedimientos otorgándoles una mayor flexibilidad, hecho que a su vez le permite crear una diversidad de espacios para establecer la relación entre gobiernos y ciudadanos.

Los cambios que han operado en la delimitación del espacio público y la concepción de la democracia también modifican el papel del Estado en las sociedades contemporáneas, y por ende, de la administración pública. En general a la administración pública se le critica principalmente que haya dejado de ser pública y de reducir su capacidad de gestión. La administración pública ya no puede estar ensimismada, debe ser la administración de la sociedad con sentido de lo público. Los nuevos objetivos del gobierno, además de la eficiencia, son el fortalecimiento de la cohesión social y política, la participación, la cooperación y el compromiso, como se desarrollará a continuación.


1.1 El enfoque normativo de la democracia


El concepto de democracia desde el siglo XIX denota una forma de gobierno en la que el poder político del Estado pertenece a toda la población, sin exclusiones por razones de clase social o género. De ahí que, como lo expresa Bobbio: “se entiende por régimen democrático un conjunto de reglas procesales para la toma de decisiones colectivas en el que está prevista y propiciada la más amplia participación posible de los interesados”.1

Actualmente, de un total de 191 países el 61.3% (117) se ostenta como democracias, mientras que en 1974 de 142 países 39 eran democracias, es decir, 27.5% del total.2 Estos números dan fundamento a la percepción de que la forma de gobierno que predomina al inicio del siglo XXI es la democracia. Sin embargo, en la práctica se aprecia que hay diferentes tipos de democracia que ofrecen una variedad de procesos competitivos y de canales para la expresión de los intereses y valores de la población, tanto asociativos como partidarios, funcionales y territoriales, colectivos e individuales.

Como ejemplo de lo anterior, Philippe Schmitter y Terry Lynn Kart3 señalan que la concepción liberal de la democracia pretende circunscribir el ámbito público lo más estrechamente posible, mientras que en contraste, el enfoque socialista y el socialdemócrata extienden ese campo a través de mecanismos como la regulación, el subsidio y, en algunos casos, la propiedad colectiva de los bienes. Para estos autores ninguna es más intrínsecamente democrática que la otra, sólo son democráticas de modo diferente, es decir, que las medidas dirigidas al “desarrollo del sector privado” no son más democráticas que las dirigidas al “desarrollo del sector público”. Si ambas se llevan a los extremos podrían socavar la práctica de la democracia, las primeras destruyendo la base para la satisfacción de las necesidades colectivas y el ejercicio de la autoridad legítima; las segundas, arruinando las bases para la satisfacción de las preferencias individuales y el control de las acciones gubernamentales ilegítimas.

Para tratar de formular un concepto que permita definir a las democracias actualmente existentes, se presentan dos grandes formas de abordar dicha cuestión: la empírica y la normativa.4 El enfoque empírico de la democracia analiza cómo se manifiesta de hecho la democracia en una sociedad dada, su funcionamiento, sus instituciones, sus sujetos y actores, los comportamientos a ella asociados, los condicionamientos objetivos sobre los que opera. Por su lado, la orientación normativa de democracia pretende establecer los principios e ideales a los que una democracia debería ajustarse para merecer tal nombre.

Desde el enfoque empírico las condiciones socioculturales mínimas que son requisito indispensable para la existencia de la democracia son la alfabetización, la ausencia de desigualdades extremas o el surgimiento del pluralismo social e ideológico; además, las condiciones socioeconómicas que propician el desarrollo de la democracia parecieran estar reunidas en torno a la economía de mercado. En este sentido, Giovanni Sartori5 advierte que si bien en el mundo abundan los sistemas de mercado sin democracia, en cambio, todas las democracias pasadas y presentes son, al mismo tiempo, sistemas de mercado: el mercado no es condición suficiente de la democracia, pero la democracia encuentra en el mercado una de sus condiciones necesarias.

Pero la democracia y el capitalismo de mercado están encerrados en un conflicto permanente en el que se modifican y limitan mutuamente.6 La economía capitalista de mercado daña seriamente la igualdad política: los ciudadanos que son desiguales en bienes económicos difícilmente serán iguales políticamente.

En este sentido Charles Lindblom,7 con el fin de dar respuesta a este problema, señala que la democracia es una forma de gobierno que más bien se opone a ciertos tipos de desigualdad:

Las desigualdades que se han llegado a considerar intolerables son aquellas que hacen de un hombre instrumento de otro; aquéllas que ocasionan características personales de arrogancia, falta de sensibilidad, rudeza y egolatría por una parte, y servilismo, apatía y hostilidad por la otra; que crean arbitrariamente signos de superioridad e inferioridad u ocasionan otras distinciones entre los individuos; las que privan a las personas de los requisitos mínimos de alimentación, refugio, salud y educación; las que obstruyen la especialización funcional, o las que ocasionan otras grietas en la sociedad.8

De acuerdo con lo anterior, la democracia se caracteriza mejor como un gobierno que es incompatible con ciertos tipos específicos de desigualdad, más que por una creencia en la igualdad material plena, que en el marco del sistema capitalista actual no es posible lograr. Lo que la ciudadanía persigue en un gobierno democrático es que éste posea la capacidad para generar condiciones que permitan construir y operar un entramado institucional (leyes, reglamentos, procedimientos, programas, políticas, planes) que se precie de ser justo. Es en este punto que se comienzan a perfilar las atribuciones que debería poseer la democracia de forma posible y probable; y por ello, inicia propiamente el terreno de la orientación normativa de la democracia.

La orientación normativa prescribe que la democracia ideal observa una serie de condiciones fundamentales para su existencia, procedimientos que Dahl, Schmitter y Karl enuncian de la siguiente manera:9

1. El control sobre las decisiones gubernamentales ha de estar constitucionalmente conferido a cargos públicos elegidos.

2. Los funcionarios han de ser electos en contiendas electorales frecuentes y conducidas con limpieza, siendo la coerción en estos procesos inexistente o mínima.

3. Prácticamente todos los adultos han de tener derecho a voto.

4. Prácticamente todos los adultos han de tener derecho a concurrir como candidatos a los cargos.

5. Los ciudadanos han de tener derecho a expresar sus opiniones políticas sin peligro de represalias.

6. Los ciudadanos han de tener acceso a fuentes alternativas y plurales de información. Estas fuentes deben existir y estar protegidas por la ley.

7. Los ciudadanos han de tener derecho a formar asociaciones, partidos o grupos de interés independientes.

8. Los funcionarios públicos elegidos deben ser capaces de ejercer sus poderes sin estar sometidos a una oposición avasalladora de funcionarios no electos.

9. La organización política debe ser capaz de actuar con independencia respecto a los constreñimientos impuestos desde el exterior.

Estos nueve puntos ideales se suman al decálogo que ofrece Dahl10 para resumir los beneficios que hacen deseable a la democracia como gobierno:

1. La democracia ayuda a evitar el gobierno de autócratas crueles y depravados.

2. La democracia garantiza a sus ciudadanos una cantidad de derechos fundamentales que los gobiernos no democráticos no garantizan ni pueden garantizar.

3. La democracia asegura a sus ciudadanos un ámbito de libertad personal mayor que cualquier alternativa factible a la misma.

4. La democracia ayuda a las personas a proteger sus propios intereses fundamentales.

5. Sólo un gobierno democrático puede proporcionar una oportunidad máxima para que las personas ejerciten la libertad de vivir bajo las leyes de su propia elección.

6. Solamente un gobierno democrático puede proporcionar una oportunidad máxima para ejercitar la responsabilidad moral.

7. La democracia promueve el desarrollo humano más plenamente que cualquier alternativa factible.

8. Sólo un gobierno democrático puede fomentar un grado relativamente alto de igualdad política.

9. Las democracias representativas modernas no se hacen la guerra entre sí.

10. Los países con gobiernos democráticos tienden a ser más prósperos que los países con gobiernos no democráticos.

Pareciera ser entonces que la democracia cuenta con características que la hacen realmente atractiva y viable como forma de gobierno. Sin embargo, existe una serie de problemáticas que no ha resuelto, como lo es el problema de la representación política, el financiamiento de los partidos políticos en las campañas electorales, el crecimiento del poder incontrolado de los medios de comunicación, la construcción de una élite de profesionales de la política, además de que sigue sin ser moneda corriente la transparencia y la rendición de cuentas, ni se ha conseguido extender la virtud cívica ni el amor a la cosa pública.11

La orientación normativa de la democracia lleva a cuestionar el perfil del espacio público que impera en las sociedades contemporáneas, de ahí que en el siguiente apartado se aborde esta tarea.


1.2 La construcción del espacio público


La vida social le ha planteado al ser humano la conveniencia de unir esfuerzos con el fin de cooperar para lograr la satisfacción de necesidades comunes como la defensa en contra de los enemigos externos, el guardar el orden interno de la comunidad, la impartición de justicia, e incluso tareas como la educación, la salud y la obtención de empleo. El poder político ha sido el encargado de satisfacer dichas necesidades, ganándose así la confianza de los integrantes de la comunidad. Uno de los puntos centrales en la conducción de la sociedad se localiza en la importancia de construir acuerdos que favorezcan la cooperación para mitigar problemas y la escasez de recursos. Para ello el poder político busca la articulación de los intereses sectoriales en una comunidad de expectativas, compromisos y sistemas de coordinación. Crear un sentido de identidad y pertenencia como medios para fortalecer el espíritu público en la sociedad es tarea central del gobierno, ya que sin este requisito no es posible que la autoridad sea efectiva; en este sentido, se debe considerar que en el orden político no sólo hay reglas y normas que deben cumplirse, sino valores que han de interiorizarse para que los actores sociales y políticos los asimilen, y sea efectiva la vigencia simbólica y real de las relaciones de poder.12

La acción política es indisociable de la formación de una comunidad, de un vínculo humano con sentido, en donde es deseable un rechazo de todo ejercicio de dominación o de neutralización de la pluralidad, tratando así de promover un imaginario que posibilite el vivir juntos, y que atraiga con la perspectiva de los beneficios de la acción común.13 Aunque la unidad social sea siempre polémica y su cohesión un asunto que debe negociarse continuamente, la política representa el esfuerzo por recrear el vínculo social y establecer significaciones comunes. Se trata de equilibrar el reconocimiento de la naturaleza esencialmente conflictiva de toda vida política, con la noción del poder entendido como una acción concertada.

Daniel Bell ya había advertido que en sociedades cuya clave moral es el individualismo hedonista resulta imposible superar las crisis, ya que los individuos cuando son movidos únicamente por el interés de satisfacer toda suerte de deseos en el momento presente no sienten el menor afecto por su comunidad, y por ello no están dispuestos a sacrificar sus intereses egoístas en aras de la cosa pública. Este autor consideraba que uno de los grandes retos en las sociedades del capitalismo tardío consiste en conseguir que los ciudadanos, preocupados únicamente por satisfacer sus deseos individuales, cooperen en la construcción de la comunidad política.14

Sin una organización social todos tienen un incentivo para medrar a costa ajena, disfrutando de todos los beneficios que existan sin ningún esfuerzo para preservar el sistema que hace que los beneficios existan.15

Las sociedades eficaces procuran mantener una combinación de acciones individuales y comunitarias para que puedan subsistir y prosperar. Lester Thurow,16 en este sentido, comenta que las sociedades exitosas tienen que reunirse alrededor de una historia convincente con una ideología de sustentación, mismas que permitirán formular metas comunes en pos de las cuales trabajen los miembros de la sociedad. Sin una visión de un futuro mejor, se produce la parálisis económica y social; sin un programa importante, se comienza a imponer microprogramas personales para elevar fortunas privadas; sin un programa político, los partidos se fragmentan y el poder pasa de aquellos que quieren hacer cosas nuevas a aquellos que quieren detenerlas.17

La construcción de un concepto normativo de lo público permite introducir procedimientos de reflexión en una vida política que suele estar dominada por lo inmediato: la tiranía del presente, la inercia administrativa, la desatención hacia lo común, la irresponsabilidad organizada. El espacio público como ámbito en el que se organiza la experiencia social debería ser una instancia de observación reflexiva, gracias a la cual los miembros de una sociedad producen una realidad común, más allá de su condición de consumidores, electores, creyentes o expertos, y ensayar así una integración en términos de compatibilidad.

En este marco, lo público caracteriza a aquello que es de interés general y apela a un espacio de acción en el que todos los miembros de una comunidad política resuelven dialógicamente los asuntos que se refieren a toda la sociedad. Por ello, el espacio público es un lugar donde los problemas son señalados e interpretados, donde se experimentan las tensiones y el conflicto se convierte en debate, donde la problematización de la vida social es puesta en escena; la idea de espacio público recoge la totalidad de los procesos de configuración de la opinión y la voluntad colectivas.18

El espacio público como esfera de deliberación donde se articula lo común y se tramitan las diferencias es una construcción laboriosa, frágil, que exige un trabajo continuo de representación y argumentación.19 Toda acción pública tiene una dimensión instituyente, ya que la política establece referencias susceptibles de dar sentido a la acción colectiva; no se puede dejar a los individuos sin estar mediados por una identificación común, que es precisamente lo que define a las instituciones, las cuales no se limitan a facilitar la coordinación de las acciones individuales, sino que deben instituir simbólicamente y en un horizonte de responsabilidad el mundo común; transformar el sentir en actuar, y asignar responsabilidades donde faltaban o no había más que imputaciones genéricas, dándole a todo ello una forma concreta, duradera, razonable y eficaz.

Si la idea de espacio público, en tanto que ámbito de acción común, tiene algún sentido es porque en él se crean las condiciones para identificar y organizar la responsabilidad por la sociedad en su conjunto,20 y se tiene que responder no solo por lo que acontece dentro de un espacio de tiempo divisable, sino también, bajo determinadas circunstancias y de acuerdo con criterios que habrán de establecerse, por lo que ha sucedido en el pasado y por lo que puede suceder en un futuro. El tradicional concepto de responsabilidad, referido más bien al presente, se ha enriquecido con una dimensión retrospectiva y prospectiva, en virtud de la cual en el actual espacio de responsabilidad hay que incluir de alguna manera al pasado y al futuro.

En este marco, una responsabilidad positiva se caracteriza por una ampliación prospectiva del horizonte de atención, que se extiende al mediano y largo plazo por la previsión, el pronóstico y la planeación; se dirige a la acción en su conjunto, al contexto y a los efectos previsibles; está atenta a las desviaciones y las irregularidades. Su criterio es incluyente, ya que toma en consideración a todos los que podrían ser afectados por las consecuencias potenciales; su punto de partida no son los deberes del actor individual, sino las obligaciones de cooperación de las personas e instituciones.

Entonces, se trata de implicar a los actores sociales en la solución de los problemas, motivarlos y activarlos, para no convertirlos en ciudadanos dependientes o en clientes irresponsables. Los nuevos objetivos del gobierno, además de la eficiencia y la eficacia, deben ser el fortalecimiento de la cohesión social y política, la participación, la cooperación y el compromiso. Si a la política se le concibe y socializa desde un enfoque meramente estratégico, ésta fungirá como arena donde se enfrentan y pactan treguas, pasiones, prejuicios e intereses particulares que no pueden ofrecer razones de su validez e importancia pública, en caso de que moldeen las políticas del gobierno; o bien se convierte en una acción que busca el punto de equilibrio entre los fríos cálculos de grupos de interés adversarios.21

A la visión estratégica en política se le debe corregir el propósito de superioridad y ventaja competitiva sobre los rivales, puesto que el gobierno de una sociedad busca regular la competencia y fomentar la cooperación para el logro de objetivos comunes. Por ello la política no debe limitarse a ser entendida solamente como un conjunto de maniobras encaminadas a conseguir que un individuo o grupo se mantengan en el poder, que cuenten con la capacidad para neutralizar una oposición, o que se encuentren en condiciones de gestionar una situación de crisis, satisfacer una exigencia o calmar una agitación; ya que de esta manera la política perderá su carácter de instancia de mediación, porque no podrá transformar las opiniones privadamente elaboradas, limitándose entonces a escenificar su confrontación pública.

La política democrática favorece la publificación como un medio para que el contenido institucional y democrático del Estado se materialice con la existencia de un gobierno abierto y responsable. La publificación facilita una mejor comunicación entre los gobernantes y los gobernados haciendo de la democracia un plebiscito cotidiano fincado en el principio de accesibilidad y apertura, así lo público del gobierno se constituye en garantía para que el Estado no se erija en un poder adverso y ajeno a la sociedad. Por consiguiente, los controles democráticos son testimonio de la publificación del poder y permiten que el Estado no sea entendido como un aparato autónomo frente a los ciudadanos.

Nuria Cunill señala que la ampliación del espacio público lleva a lidiar necesariamente contra la apropiación privada del aparato público-estatal, y para lograr este objetivo la participación ciudadana es un medio a través del cual se afecta la estructura y operación del aparato de Estado, logrando una publificación de los procesos de adopción de las decisiones estatales. Por ello es fundamental le reivindicación de formas de participación directa y no sólo la representación, entendida como la capacidad de delegar mandatos y soberanía.22

En este sentido, las contralorías sociales, la rendición de cuentas, la evaluación ciudadana, la administración electrónica, la participación ciudadana en las fases del ciclo de políticas públicas, la política dialógica y la consulta pública son instrumentos que favorecen la publificación de los gobiernos.23

En torno a la idea del espacio público en nuestra época se hacen presentes tres teorías que buscan definirlo y que a continuación expondremos: el liberalismo, el comunitarismo y el republicanismo.


1.2.1 El liberalismo


El liberalismo es una de las corrientes filosóficas más importantes de la actualidad, tiene profundas raíces y dista mucho de ser un bloque homogéneo; se desarrolló como pensamiento politico y económico a finales del siglo XVII, después de la Revolución Inglesa de 1688, con la Independencia de los Estados Unidos en 1776 y la Revolución Francesa de 1789; es un movimiento orientado a limitar a la autoridad y confinar la actividad gubernamental, además de denunciar y combatir el privilegio conferido a cualquier clase social por virtud del nacimiento o la creencia religiosa.

En la teoría política se distinguen dos tipos de libertad: la libertad negativa y la libertad positiva.24

La libertad negativa es la capacidad que tiene un individuo de elegir sin ser obligado o coartado por la acción de otras personas, incluidas la autoridad o la ley. Es decir, que lo que la ley no prohíbe es el ámbito en el que el individuo ejerce su libertad negativa; son sus libertades privadas. Es un comportamiento heterónomo, dado que se actúa en el marco de las reglas que otros han establecido. La libertad negativa es la libertad de elegir individualmente en la esfera privada, de tal forma que la libertad negativa puede coexistir con un régimen político en el cual sean otros los que dicten la ley.25

Mientras que la libertad positiva propone que el individuo rija su vida de acuerdo a sus propias reglas, independientemente de lo establecido por la sociedad; es un ejercicio de autonomía. Con la libertad positiva es el mismo sujeto de la libertad el que dicta las leyes, de tal forma que éstas no sean ajenas al sujeto que las obedece. Bajo un régimen político democrático los individuos que se someten a la ley son sus coautores.26

A lo largo del siglo XX, tras la opresión totalitaria que vivió la humanidad en la figura del fascismo, el nazismo y el comunismo, así como en el fracaso del intento de construir una sociedad basada en la razón, el liberalismo del siglo XXI hace una llamada para apreciar de nuevo el valor de las libertades concretas que preservan la vida de los individuos y busca diferenciarse del neoliberalismo.

Por su parte el neoliberalismo se presenta como un antídoto para solucionar los males que aquejaban al orden social capitalista; entre sus defensores figuran economistas como Friedrich A. von Hayek, Ludwig von Mises, Milton Friedman, entre otros, quienes crearon la Sociedad Mont Pelerin en 1947. Este grupo considera necesario retomar los principios del mercado libre acuñados por la economía neoclásica a través de los trabajos de autores como Alfred Marshall, William Stanley Jevons y Leon Walras, oponiéndose a las teorías que prevalecían en esa época sobre la intervención del Estado en el ámbito económico. Para ellos las decisiones estatales se encontraban, de origen, sesgadas políticamente en función de la fuerza de los grupos de interés implicados; además las decisiones estatales siempre serían erróneas debido a la naturaleza humana y a la limitación permanente de información disponible.27
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